	Córdoba, QUINCE de JUNIO del año dos mil doce. 

VISTOS: 

Estos autos caratulados: "AMADOR, RICARDO C/ SUPERIOR GOBIERNO DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA - ACCIÓN DECLARATIVA DE INCONSTITUCIONALIDAD" (expte. letra "A", nº 02, iniciado el seis de abril de dos mil once), en los que: 

1. A fs. 1/18 comparece Ricardo Amador e interpone acción declarativa de inconstitucionalidad (art. 165, inc. 1º, ap. "a" de la Constitución Provincial), en contra del Superior Gobierno de la Provincia de Córdoba solicitando que al tiempo de resolver se declare la inconstitucionalidad de la Ley n° 9526, en sus artículos 1, 2, 3 y 4, publicada en el Boletín Oficial de la Provincia el treinta y uno de octubre de dos mil ocho, que en su primer artículo prohíbe en todo el territorio de la Provincia de Córdoba la actividad minera metalífera en la modalidad a cielo abierto y en todas sus etapas. 

Luego de referenciar los artículos cuestionados pide la declaración de inconstitucionalidad de las normas mencionadas, por violación de los arts. 18, 20, 66, 68 y 69 de la Constitución Provincial y arts. 14, 16, 17, 28, 31, 75 inc. 12 y 126 de la Constitución de la Nación, como así también los artículos que cita del Código de Minería y los arts. 9 y 10 de la Ley n° 25.675, al desconocer derechos fundamentales, vulnerando de esa manera el orden jurídico, ya que su aplicación le provoca daños al encontrarse suspendidos los permisos de cateo. Procedencia de la acción 

Supuestos procesales de la acción de inconstitucionalidad 

Señala que procede la presente acción a fin de dar certeza a relaciones jurídicas mineras que se encuentran suspendidas por las normas tachadas de inconstitucionales, atento los criterios sentados por el Tribunal Superior de Justicia. 

Aduce que mediante esta acción se persigue impedir que "los derechos solicitados con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley cuya inconstitucionalidad se reclama, se vean lesionados". 

Asimismo, manifiesta que, con la interposición de la presente acción, se trata de sortear la aplicación de las disposiciones de la Ley n° 9526, a efectos de evitar que se provoquen daños que son inminentes, graves e irreparables toda vez que, reitera, solicitó y cumplimentó acabadamente los requerimientos necesarios de permisos de cateo con anterioridad a la vigencia de la ley que se cuestiona. - 

Legitimación activa 

Alega que es "titular de los derechos de cateo que en fecha veintinueve de julio de dos mil cinco se iniciaron ante la Secretaría de Minería de la Provincia de Córdoba (Expedientes Nros. 1906/05; 1908/05; 1910/05 y 1911/05) para la explotación de sustancias de Primera Categoría explotadas a cielo abierto en la Pedanía Ischilín- Copacabana". 

En virtud de tal afirmación, sostiene que posee legitimación procesal activa para interponer esta acción motivada por un interés jurídico concreto, directo y actual. 

Materia regida por la Constitución 

Alega que los derechos y garantías invocados en la demanda constituyen verdadera materia constitucional ya que poseen reconocimiento y consagración constitucional y legal. Antecedentes de la causa 

Realiza una breve reseña de los antecedentes de la causa en la que expresa que con fecha veintinueve de julio de dos mil cinco se iniciaron los pedidos de permisos de cateo mencionados precedentemente para la explotación de sustancias de Primera Categoría explotadas a cielo abierto en la Pedanía Ischilín Copacabana, cumplimentando acabadamente con los requisitos legales y técnicos establecidos por la legislación minera vigente (Código de Minería y Código de Procedimientos Mineros de la Provincia de Córdoba, Ley n° 5436) efectuándose inclusive los depósitos dinerarios establecidos en concepto de tasas de actuación administrativa. 

Manifiesta que, luego de varias gestiones, en febrero de dos mil diez la Secretaría de Minería le notifica que atento a la entrada en vigencia de la ley cuestionada debía rectificar los pedidos de cateo por sustancias de segunda y tercera categoría, a lo que su parte respondió que mantenía su voluntad de continuar con los mismos, ya que éstos habían sido requeridos en tiempo y forma legal, antes de la vigencia de la Ley n° 9526. 

Procedencia de la acción. Aspecto sustancial. Inconstitucionalidad de la Ley n° 9526 

Afirma que el acto legislativo cuestionado es flagrantemente inconstitucional ya que viola el sistema de propiedad y dominio minero, como así también las formas de disposición del Estado sobre minas, resaltando que en el caso de marras constituye una aplicación retroactiva de la ley. 

Sostiene que el sistema de dominio del Código de Minería y de la Constitución Nacional impide al Estado Provincial adoptar esta medida, ya que dichas facultades han sido expresamente delegadas por las Provincias en la Nación a través de lo dispuesto por el art. 75 inc. 12 
de la Constitución Nacional, agregando que el dictado del Código de Minería encierra un poder completo delegado por las provincias a la Nación en materia de fondo.Por todo ello, concluye que las provincias ejercen solamente las competencias de autoridad minera por delegación del Código de Minería y no por otra razón. 

Los recursos naturales. Recursos mineros. Código de Minería 

Refiere que los recursos mineros propiamente dichos se encuentran todos dentro de las disposiciones del Código de Minería. 

Entiende que, por ello, la forma de tratamiento de la cuestión por parte de la ley provincial es inconstitucional por apartarse de la ley básica que es el mentado plafón normativo. 

Los principios delegados a la legislación nacional y que viola la Ley n° 9526 

Refiere que la ley en cuestión viola los siguientes principios: A. El del dominio originario del Estado Provincial de las sustancias minerales; B. El del debido proceso sustancial. Sistema regalista; C. La del sistema de la clasificación de las sustancias; D. La utilidad pública no sometida a una frontera provincial. 

Agrega que entre las doctrinas que separan el dominio originario del derivado se halla el sistema regalista que es el seguido por nuestro Código de Minería. 

Estima que al pretender adoptar indebidamente el sistema dominial mediante la ley n° 9526, la concesión minera dejaría de ser un acto jurídico minero reglado por el cual se entrega la propiedad de las minas, para pasar a ser un "negocio de derecho privado realizado por el Estado, sin regla alguna, posibilitando cualquier cambio en el concepto de dominialidad". 

Es decir, razona, que la Provincia prohibiría y quedarían fuera de la actividad quienes han manifestado su voluntad y quienes con honestidad confiaron en el sistema legal argentino, atentando severamente contra la seguridad jurídica. 

La prohibición de la ley 

Señala que el art. 1 de la ley al prohibir la actividad minera metalífera en la modalidad de cielo abierto incurre en un error de concepto destacando una categoría que no es jurídica.Aclara que el Código de Minería dispone la clasificación no desde el punto de vista geológico sino desde el punto de vista social y económico social, razón por la cual la ley cuestionada es inconstitucional ya que viola dicho sistema. Cita el art. 126 de la Constitución Provincial. 

De lo dicho infiere que como cuando la Ley n° 9526 habla de sustancias minerales no distingue, queda todo excluido, al colocar el problema en todas las categorías. 

Esgrime que no puede ser más contradictoria la actuación de la Provincia de Córdoba en el tema minero, ya que en el caso de la explotación petrolífera, se trata este recurso con total privilegio. 

Aduce que otra laguna que surge de la ley, es que en el debate parlamentario se habló de la "explotación por rajas" ya que no se puede saber si serán consideradas a cielo abierto o no, o si serán consideradas de las permitidas. 

Las sustancias radioactivas - 

Refiere que la prohibición del art. 2 de la Ley n° 9526 implica lisa y llanamente una expropiación ilegal, es decir, una confiscación. Agrega que vale este concepto para las sustancias de primera y segunda categoría que tengan sustancias metalíferas. 

Señala que en función de la Ley n° 24.804 la Autoridad Minera provincial y el Gobierno de la Provincia han delegado en la CONEA la fijación de las políticas del sector, en virtud de lo cual estima que una ley como la dictada requiere al menos la participación de aquella, lo que no se ha dado en el caso.- 

Explica que la imprecisión de la prohibición al hablar de los minerales nucleares "tales" como el uranio y el torio, que son los únicos que existen en la naturaleza, es inconstitucional ya que acarrea una inseguridad jurídica absoluta. Explotación a cielo abierto o cantera - 

De extractos de los debates de la ley que transcribe señala que se trata de una aplicación direccionada a los minerales metalíferos lo que significa un concepto totalmente discriminatorio, toda vez que involucra a los que se dedican a este rubro dentro de un marco legal y lo hacen para satisfacer la demanda de la sociedad. 

Manejo del agua en la minería 

En cuanto a la gestión de las aguas, afirma que la minería moderna puede dar garantías de no contaminación gracias a las nuevas tecnologías que permiten neutralizar los residuos líquidos, sólidos y gaseosos, incluyendo respuestas a contingencias de emergencia, siguiendo las normativas del Programa Ambiental de las Naciones Unidas - APELL. Además, aclara, toda acción operativa con agua está incluida en las ISO 14.000. 

Prohibición de uso de químicos 

Acota que el art. 3 de la Ley n° 9526 legisla modificando lo que ya es ley para la Provincia haciendo uso de algunos aspectos de la ley y no de la aplicación sistémica de la misma. 

Explica que ello viola el sistema ambiental del Código de Minería al realizar una somera referencia al art. 249 del Código de Minería, incorporado por la Ley n° 24.585 del año mil novecientos noventa y cinco, que se trata de un sistema que tiene importancia hermenéutica. - 

Argumenta que es inconstitucional variar el sentido de la Ley n° 24.051, ya que no da precisiones de ninguna naturaleza a las prohibiciones creadas por la ley nacional. 

Cuestionamiento de la ley. Exposición de motivos y debate 

Aduce que es inconstitucional la Ley n° 9526 ya que la misma ignora todo el sistema jurídico ambiental que se ha dictado tanto en la Constitución Nacional como en la Provincial. 

Alega que con la ley cuestionada se viola el desarrollo sostenible -cuyos tres pilares son: el progreso económico, la justicia social y la preservación del medio ambiente- al hacer mérito de uno sólo de ellos así como el principio de la tutela ambiental uniforme o común para todo el territorio nacional consagrado en la Ley n° 25.675 de Ambiente Nacional cuando se pone en un anexo de la Ley de Residuos Peligrosos o se pretende aplicar una parte de un artículo del Código de Minería (art. 239 C.M.). - 

Señala que la ley en cuestión viola el derecho de propiedad, de ejercer industria lícita y de trabajar, al debido proceso sustancial, el derecho de igualdad, de buena fe y confianza legítima. - 

2. A fs. 42/46vta. el Ministerio Público Fiscal de la Provincia evacua la vista que le fuera corrida mediante proveído de fecha once de octubre de dos mil once (fs. 41) pronunciándose en sentido que debe ser declarada inadmisible en función del carácter preventivo de la acción (Dictamen Nº E-1076, de fecha 20/10/2011). - 

3. A fs. 48 se dicta el decreto de autos, lo que deja la causa en estado de ser resuelta. 

Y CONSIDERANDO: 

I. El art. 165 inc. 1° ap. a) de la Constitución Provincia 

A los fines de resolver sobre la admisibilidad formal de la acción declarativa de inconstitucionalidad incoada en autos, es menester analizar si en la especie concurren los presupuestos necesarios para ello, establecidos en el artículo 165 inciso 1º, apartado a) de la Constitución provincial y en el artículo 11, inciso 1°, apartado a) y concordantes de la Ley Orgánica del Poder Judicial n° 8435. - 

II. Requisito de parte interesada 

En orden al requisito de parte interesada cabe señalar que en el sub lite acciona Ricardo Amador, por derecho propio, quien en su demanda manifiesta hacerlo en su carácter de "titular de los permisos de cateo iniciados en fecha 29/07/05 ante la Secretaría de Minería de la Provincia de Córdoba expedientes Nros.1906/05; 1907/05:1908/05; 1909/05; 1910/05 y 1911/05 para la explotación de sustancias de Primera Categoría explotadas a cielo abierto en la Pedanía Ischilín- Copacabana". 

Sin embargo, en función de lo señalado en el oficio de la Secretaría de Minería de la Provincia de Córdoba obrante a fs. 40 de las presentes actuaciones, se aclara que "se trata de solicitudes de permisos de cateo de minerales de primera y segunda categoría, es decir, no se encuentran otorgados los pedidos de cateo". 

A su vez la mencionada dependencia oficial informa que "atento a la entrada en vigencia de la Ley N° 9526 (.) que en el plan de trabajos el solicitante ha mencionado que catearía oro, plata y plomo, se procedió a requerirle que manifieste su interés en continuar con el pedido con respecto a minerales no metalíferos, a lo cual ha respondido que 'continuaría con los permisos de cateo en las condiciones solicitadas oportunamente' ". 

En consecuencia, a despecho de lo que afirma, el presentante no es titular aún de los permisos de cateo emanados de la Autoridad de aplicación, al haber sólo solicitado los mismos e iniciado los trámites pertinentes. 

En este marco, carece de un interés directo para postular la presente pretensión declarativa, al no sufrir una presunta amenaza a sus derechos en virtud de las disposiciones cuestionadas en su adecuación constitucional, las que no serían en su caso susceptibles de irrogarle un perjuicio concreto. - 

Aún cuando luce de las constancias referidas que el accionante efectuó en su momento ante la Autoridad de Aplicación las presentaciones pertinentes a los fines de la ulterior obtención de los permisos de cateo de minerales de primera y segunda categoría, acto que lo habilitaría a su exploración y, eventualmente, explotación de tales componentes naturales, lo cierto es que aquellos no fueron concedidos, por lo que, carece hasta la fecha de un título que le permita tales actividades. Entonces, pues, revistiendo el carácter de mero solicitante, Ricardo Amador no cuenta con legitimación suficiente para cuestionar el cambio legislativo plasmado a través de la Ley provincial n° 9526. 

En mérito de ello, es de aplicación la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que ha señalado enfáticamente que "La modificación de las leyes por otras posteriores no da lugar a cuestión constitucional alguna, pues nadie tiene derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentos, ni a la inalterabilidad de los mismos" ("González Santos, Juan C."; Fallos 310:1162). 

Ello en tanto, prima facie, como bien lo apunta la señora Fiscal Adjunta en su dictamen, de aplicarse las normas tachadas de inconstitucionales que impiden en todo el territorio de la Provincia de Córdoba la actividad minera metalífera en la modalidad a cielo abierto y en todas sus etapas así como el uso de ciertas clases de minerales, no se le otorgarían los permisos solicitados en los términos en que los habría solicitado. 

En mérito de ello, el presentante no ostenta legitimación suficiente para promover la presente demanda declarativa de inconstitucionalidad. - 

III. CONCLUSIÓN 

En definitiva, en el sub-lite el presentante carece de un interés jurídico concreto que busque otorgar certeza a una relación jurídica o prevenir o impedir las lesiones a un derecho de base constitucional, lo que torna inadmisible la vía intentada. - 

Por ello, y de conformidad a lo dictaminado la señora Fiscal Adjunta, 

SE RESUELVE: 

Rechazar formalmente la acción declarativa de inconstitucionalidad incoada a fs. 1/18 por Ricardo Amador respecto a la Ley provincial n° 9526. - 

Protocolícese, hágase saber y dese copia. 
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